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PROPUESTA 

LEY DE DESARROLLO CONSTITUCIONAL 

 

Libro Primero 

Sección I 

Derechos Humanos 

 

Artículo 1o.  

El Estado garantizará el derecho de acceso a las tecnologías de la información y comunicación, así 

como a los servicios de radiodifusión y telecomunicaciones, incluido el de banda ancha e Internet. 

Para tales efectos, el Estado establecerá condiciones de competencia efectiva en la prestación de 

dichos servicios. 

 

Artículo 2o. 

Para el ejercicio del derecho de acceso a la información, la Federación, los Estados y el Distrito 

Federal, en el ámbito de sus respectivas competencias, se regirán por los siguientes principios y 

bases: 

 

I.  Toda la información en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo 

de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, 

fideicomisos y fondos públicos, así como de cualquier persona física, moral o sindicato que 

reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito federal, estatal y 

municipal, es pública y sólo podrá ser reservada temporalmente por razones de interés 

público y seguridad nacional, en los términos que fijen las leyes. En la interpretación de este 

derecho deberá prevalecer el principio de máxima publicidad. Los sujetos obligados deberán 

documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones; 

la ley determinará los supuestos específicos bajo los cuales procederá la declaración de 

inexistencia de la información; 

II.  La información que se refiere a la vida privada y los datos personales será protegida 

en los términos y con las excepciones que fijen las leyes; 

III.  Toda persona, sin necesidad de acreditar interés alguno o justificar su utilización, 

tendrá acceso gratuito a la información pública, a sus datos personales o a la rectificación de 

éstos; 

IV.  Se establecerán mecanismos de acceso a la información y procedimientos de revisión 

expeditos que se sustanciarán ante los organismos autónomos especializados e imparciales 

que establece esta Constitución; 

V.  Los sujetos obligados deberán preservar sus documentos en archivos administrativos 

actualizados y publicarán, a través de los medios electrónicos disponibles, la información 

completa y actualizada sobre el ejercicio de los recursos públicos y los indicadores que 

permitan rendir cuenta del cumplimiento de sus objetivos y de los resultados obtenidos; 

VI.  Las leyes determinarán la manera en que los sujetos obligados deberán hacer pública 

la información relativa a los recursos públicos que entreguen a personas físicas o morales; 

VII.  La inobservancia a las disposiciones en materia de acceso a la información pública 

será sancionada en los términos que dispongan las leyes. 
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Artículo 3º 

En materia de radiodifusión y telecomunicaciones: 

 

I.  El Estado garantizará a la población su integración a la sociedad de la información y 

el conocimiento, mediante una política de inclusión digital universal con metas anuales y 

sexenales; 

II.  Las telecomunicaciones son servicios públicos de interés general, por lo que el 

Estado garantizará que sean prestados en condiciones de competencia, calidad, pluralidad, 

cobertura universal, interconexión, convergencia, continuidad, acceso libre y sin injerencias 

arbitrarias; 

III.  La radiodifusión es un servicio público de interés general, por lo que el Estado 

garantizará que sea prestado en condiciones de competencia y calidad y brinde los 

beneficios de la cultura a toda la población, preservando la pluralidad y la veracidad de la 

información, así como el fomento de los valores de la identidad nacional, contribuyendo a 

los fines establecidos en el artículo 3o. de esta Constitución; 

IV.  Se prohíbe la transmisión de publicidad o propaganda presentada como información 

periodística o noticiosa; se establecerán las condiciones que deben regir los contenidos y la 

contratación de los servicios para su transmisión al público, incluidas aquellas relativas a la 

responsabilidad de los concesionarios respecto de la información transmitida por cuenta de 

terceros, sin afectar la libertad de expresión y de difusión; 

V.  La ley establecerá los derechos de los usuarios de telecomunicaciones, de las 

audiencias, así como los mecanismos para su protección. 

 

Artículo 4o. 

La operación del sistema al que se refiere el artículo 15 constitucional, en cada orden de gobierno 

estará a cargo de instituciones, tribunales y autoridades especializados en la procuración e 

impartición de justicia para adolescentes. Se podrán aplicar las medidas de orientación, protección y 

tratamiento que amerite cada caso, atendiendo a la protección integral y el interés superior del 

adolescente. 

 

Artículo 5o. 

Las formas alternativas de justicia deberán observarse en la aplicación de este sistema, siempre que 

resulte procedente. En todos los procedimientos seguidos a los adolescentes se observará la garantía 

del debido proceso legal, así como la independencia entre las autoridades que efectúen la remisión y 

las que impongan las medidas. Éstas deberán ser proporcionales a la conducta realizada y tendrán 

como fin la reintegración social y familiar del adolescente, así como el pleno desarrollo de su 

persona y capacidades. El internamiento se utilizará solo como medida extrema y por el tiempo más 

breve que proceda, y podrá aplicarse únicamente a los adolescentes mayores de catorce años de 

edad, por la comisión de conductas antisociales calificadas como graves. 

 

Artículo 6o. 

Ningún indiciado podrá ser retenido por el Ministerio Público por más de cuarenta y ocho horas, 

plazo en que deberá ordenarse su libertad o ponérsele a disposición de la autoridad judicial; este 

plazo podrá duplicarse en aquellos casos que la ley prevea como delincuencia organizada. Todo 

abuso a lo anteriormente dispuesto será sancionado por la ley penal. 
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Artículo 7o. 

La autoridad judicial, a petición del Ministerio Público y tratándose de delitos de delincuencia 

organizada, que se definirá por la ley de la materia, podrá decretar el arraigo de una persona, con las 

modalidades de lugar y tiempo que la ley señale, sin que pueda exceder de cuarenta días, siempre 

que sea necesario para el éxito de la investigación, la protección de personas o bienes jurídicos, o 

cuando exista riesgo fundado de que el inculpado se sustraiga a la acción de la justicia. Este plazo 

podrá prorrogarse, siempre y cuando el Ministerio Público acredite que subsisten las causas que le 

dieron origen. En todo caso, la duración total del arraigo no podrá exceder los ochenta días. 

 

Artículo 8o.  

En toda orden de cateo, que sólo la autoridad judicial podrá expedir a solicitud del Ministerio 

Público, se expresará el lugar que ha de inspeccionarse, la persona o personas que hayan de 

aprehenderse y los objetos que se buscan, a lo que únicamente debe limitarse la diligencia, 

levantándose al concluirla un acta circunstanciada, en presencia de dos testigos propuestos por el 

ocupante del lugar cateado o en su ausencia o negativa, por la autoridad que practique la diligencia. 

 

Artículo 9o. 

Los Poderes Judiciales contarán con jueces de control que resolverán, en forma inmediata, y por 

cualquier medio, las solicitudes de medidas cautelares, providencias precautorias y técnicas de 

investigación de la autoridad, que requieran control judicial, garantizando los derechos de los 

indiciados y de las víctimas u ofendidos. Deberá existir un registro fehaciente de todas las 

comunicaciones entre jueces y Ministerio Público y demás autoridades competentes. 

 

Artículo 10.  

Las intervenciones autorizadas se ajustarán a los requisitos y límites previstos en las leyes; cuando 

éstos no se cumplan, los resultados de las intervenciones carecerán de todo valor probatorio. 

 

Artículo 11.  

La Federación, los Estados y el Distrito Federal garantizarán la existencia de un servicio de 

defensoría pública de calidad para la población y asegurarán las condiciones para un servicio 

profesional de carrera para los defensores. Las percepciones de los defensores no podrán ser 

inferiores a las que correspondan a los agentes del Ministerio Público. 

 

Artículo 12.  

El Congreso de la Unión expedirá las leyes que regulen las acciones colectivas. Tales leyes 

determinarán las materias de aplicación, los procedimientos judiciales y los mecanismos de 

reparación del daño. Los jueces federales conocerán de forma exclusiva sobre estos procedimientos 

y mecanismos. 

 

Artículo 13. 

El proceso penal acusatorio y oral se sujetará a las siguientes bases: 

 

I.  El proceso penal tendrá por objeto el esclarecimiento de los hechos, proteger al 

inocente, procurar que el culpable no quede impune y que los daños causados por el delito se 

reparen; 
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II.  Toda audiencia se desarrollará en presencia del juez, sin que pueda delegar en 

ninguna persona el desahogo y la valoración de las pruebas, la cual deberá realizarse de 

manera libre y lógica; 

III.  Para los efectos de la sentencia sólo se considerarán como prueba aquellas que hayan 

sido desahogadas en la audiencia de juicio. La ley establecerá las excepciones y los 

requisitos para admitir en juicio la prueba anticipada, que por su naturaleza requiera 

desahogo previo; 

IV.  El juicio se celebrará ante un juez que no haya conocido del caso previamente. La 

presentación de los argumentos y los elementos probatorios se desarrollará de manera 

pública, contradictoria y oral; 

V.  La carga de la prueba para demostrar la culpabilidad corresponde a la parte 

acusadora, conforme lo establezca el tipo penal. Las partes tendrán igualdad procesal para 

sostener la acusación o la defensa, respectivamente; 

VI.  Ningún juzgador podrá tratar asuntos que estén sujetos a proceso con cualquiera de 

las partes sin que esté presente la otra, respetando en todo momento el principio de 

contradicción, salvo las excepciones que establece esta Constitución; 

VII.  Una vez iniciado el proceso penal, siempre y cuando no exista oposición del 

inculpado, se podrá decretar su terminación anticipada en los supuestos y bajo las 

modalidades que determine la ley. Si el imputado reconoce ante la autoridad judicial, 

voluntariamente y con conocimiento de las consecuencias, su participación en el delito y 

existen medios de convicción suficientes para corroborar la imputación, el juez citará a 

audiencia de sentencia. La ley establecerá los beneficios que se podrán otorgar al inculpado 

cuando acepte su responsabilidad; 

VIII.  El juez sólo condenará cuando exista convicción de la culpabilidad del procesado; 

IX.  Cualquier prueba obtenida con violación de derechos fundamentales será nula, y 

X.  Los principios previstos en el artículo 20 constitucional y en este precpeto, se 

observarán también en las audiencias preliminares al juicio. 

 

Artículo 14. 

En el proceso penal acusatorio y oral toda persona imputada tendrá los siguientes derechos: 

 

I.  Que se presuma su inocencia mientras no se declare su responsabilidad mediante 

sentencia emitida por el juez de la causa; 

II.  Declarar o a guardar silencio.  

Desde el momento de su detención se le harán saber los motivos de la misma y su derecho a 

guardar silencio, el cual no podrá ser utilizado en su perjuicio. Queda prohibida y será 

sancionada por la ley penal, toda incomunicación, intimidación o tortura. La confesión 

rendida sin la asistencia del defensor carecerá de todo valor probatorio; 

III.  Que se le informe, tanto en el momento de su detención como en su comparecencia 

ante el Ministerio Público o el juez, los hechos que se le imputan y los derechos que le 

asisten. Tratándose de delincuencia organizada, la autoridad judicial podrá autorizar que se 

mantenga en reserva el nombre y datos del acusador. 

La ley establecerá beneficios a favor del inculpado, procesado o sentenciado que 

preste ayuda eficaz para la investigación y persecución de delitos en materia de delincuencia 

organizada; 

IV.  Que se le reciban los testigos y demás pruebas pertinentes que ofrezca, 

concediéndosele el tiempo que la ley estime necesario al efecto y auxiliándosele para 
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obtener la comparecencia de las personas cuyo testimonio solicite, en los términos que 

señale la ley; 

V.  Ser juzgada en audiencia pública por un juez o tribunal. La publicidad sólo podrá 

restringirse en los casos de excepción que determine la ley, por razones de seguridad 

nacional, seguridad pública, protección de las víctimas, testigos y menores, cuando se ponga 

en riesgo la revelación de datos legalmente protegidos, o cuando el tribunal estime que 

existen razones fundadas para justificarlo. 

En delincuencia organizada, las actuaciones realizadas en la fase de investigación 

podrán tener valor probatorio, cuando no puedan ser reproducidas en juicio o exista riesgo 

para testigos o víctimas. Lo anterior sin perjuicio del derecho del inculpado de objetarlas o 

impugnarlas y aportar pruebas en contra; 

VI.  Que le sean facilitados todos los datos que solicite para su defensa y que consten en 

el proceso. 

El imputado y su defensor tendrán acceso a los registros de la investigación cuando 

el primero se encuentre detenido y cuando pretenda recibírsele declaración o entrevistarlo. 

Asimismo, antes de su primera comparecencia ante juez podrán consultar dichos registros, 

con la oportunidad debida para preparar la defensa. A partir de este momento no podrán 

mantenerse en reserva las actuaciones de la investigación, salvo los casos excepcionales 

expresamente señalados en la ley, cuando ello sea imprescindible para salvaguardar el éxito 

de la investigación y siempre que sean oportunamente revelados para no afectar el derecho 

de defensa; 

VII.  Ser juzgada antes de cuatro meses si se tratare de delitos cuya pena máxima no 

exceda de dos años de prisión, y antes de un año si la pena excediere de ese tiempo, salvo 

que solicite mayor plazo para su defensa; 

VIII.  Una defensa adecuada por abogado, al cual elegirá libremente incluso desde el 

momento de su detención. Si no quiere o no puede nombrar un abogado, después de haber 

sido requerido para hacerlo, el juez le designará un defensor público. También tendrá 

derecho a que su defensor comparezca en todos los actos del proceso y éste tendrá 

obligación de hacerlo cuantas veces se le requiera, y 

En ningún caso podrá prolongarse la prisión o detención, por falta de pago de 

honorarios de defensores o por cualquiera otra prestación de dinero, por causa de 

responsabilidad civil o algún otro motivo análogo. 

La prisión preventiva no podrá exceder del tiempo que como máximo de pena fije la 

ley al delito que motivare el proceso y en ningún caso será superior a dos años, salvo que su 

prolongación se deba al ejercicio del derecho de defensa del imputado. Si cumplido este 

término no se ha pronunciado sentencia, el imputado será puesto en libertad de inmediato 

mientras se sigue el proceso, sin que ello obste para imponer otras medidas cautelares. 

En toda pena de prisión que imponga una sentencia, se computará el tiempo de la detención. 

 

Artículo 15. 

La víctima o el ofendido tendrán los siguientes derechos: 

 

I.  Recibir asesoría jurídica; ser informado de los derechos que en su favor establece la 

Constitución y también, cuando lo solicite, del desarrollo del procedimiento penal; 

II.  Coadyuvar con el Ministerio Público; a que se le reciban todos los datos o elementos 

de prueba con los que cuente, tanto en la investigación como en el proceso; a que se 
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desahoguen las diligencias correspondientes, y a intervenir en el juicio e interponer los 

recursos en los términos que prevea la ley. 

El Ministerio Público deberá fundar y motivar toda negativa de desahogo de diligencias; 

III.  Recibir, desde la comisión del delito, atención médica y psicológica de urgencia; 

IV.  Que se le repare el daño. 

En los casos en que sea procedente, el Ministerio Público estará obligado a solicitar 

la reparación del daño, sin menoscabo de que la víctima u ofendido lo pueda solicitar 

directamente, y el juzgador no podrá absolver al sentenciado de dicha reparación si ha 

emitido una sentencia condenatoria. 

La ley fijará procedimientos ágiles para ejecutar las sentencias en materia de 

reparación del daño; 

V.  Al resguardo de su identidad y de otros datos personales en los siguientes casos: 

cuando sean menores de edad; cuando se trate de delitos de violación, trata de personas, 

secuestro o delincuencia organizada; y cuando a juicio del juzgador sea necesario para su 

protección, salvaguardando en todo caso los derechos de la defensa. 

El Ministerio Público deberá garantizar la protección de víctimas, ofendidos, testigos 

y en general de todos los sujetos que intervengan en el proceso. Los jueces deberán vigilar 

el buen cumplimiento de esta obligación; 

VI.  Solicitar las medidas cautelares y providencias necesarias para la protección y 

restitución de sus derechos, y 

VII.  Impugnar ante autoridad judicial las omisiones del Ministerio Público en la 

investigación de los delitos, así como las resoluciones de reserva, no ejercicio, desistimiento 

de la acción penal o suspensión del procedimiento cuando no esté satisfecha la reparación 

del daño. 

 

 

Sección segunda 

Organismos Protectores, 

Garantes y Promotores de Derechos Humanos 

 

Artículo 16. 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos tendrá un Consejo Consultivo integrado por diez 

consejeros que serán electos por el voto de las dos terceras partes de los miembros presentes de la 

Cámara de Senadores o, en sus recesos, por la Comisión Permanente del Congreso de la Unión, con 

la misma votación calificada. La ley determinará los procedimientos a seguir para la presentación 

de las propuestas por la propia Cámara. Anualmente serán substituidos los dos consejeros de mayor 

antigüedad en el cargo, salvo que fuesen propuestos y ratificados para un segundo periodo. 

 

Artículo 17. 

El Presidente de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, quien lo será también del 

Consejo Consultivo, será electo en los mismos términos del párrafo anterior. Durará en su encargo 

cinco años, podrá ser reelecto por una sola vez y sólo podrá ser removido de sus funciones en los 

términos del Título Cuarto de esta Constitución. 

 

Artículo 18. 

La elección del Presidente de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, de los integrantes 

del Consejo Consultivo, así como de los titulares de los organismos de protección de los derechos 
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humanos de las entidades federativas, se ajustará a un procedimiento de consulta pública, que 

deberá ser transparente, en los términos y condiciones que determine la ley. 

 

Artículo 19. 

El Presidente de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos presentará anualmente a los 

Poderes de la Unión un informe de actividades. Al efecto comparecerá ante las Cámaras del 

Congreso en los términos que disponga la ley. 

 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos conocerá de las inconformidades que se presenten 

en relación con las recomendaciones, acuerdos u omisiones de los organismos equivalentes en las 

entidades federativas. 

 

Artículo 20. 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos podrá investigar hechos que constituyan 

violaciones graves de derechos humanos, cuando así lo juzgue conveniente o lo pidiere el Ejecutivo 

Federal, alguna de las Cámaras del Congreso de la Unión, el gobernador de un Estado, el Jefe de 

Gobierno del Distrito Federal o las legislaturas de las entidades federativas. 

 

Artículo 21. 

El Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación tendrá las siguientes atribuciones: 

I. Diseñar y realizar las mediciones que correspondan a componentes, procesos y 

resultados del sistema; 

II. Expedir los lineamientos a los que se sujetarán las autoridades educativas federal y 

locales para llevar a cabo las funciones de evaluación que les corresponden, y 

III. Generar y difundir información y, con base en ésta, emitir directrices que sean 

relevantes para el mejoramiento de la calidad y la equidad de la educación, a fin de que ésta 

sea un factor esencial de igualdad social. 

 

Artículo 21. 

La Junta de Gobierno será el órgano de dirección del Instituto Nacional para la Evaluación de la 

Educación y estará compuesta por cinco integrantes. El Ejecutivo Federal someterá una terna a 

consideración de la Cámara de Senadores, la cual, previa comparecencia de las personas propuestas, 

designará al integrante que deba cubrir la vacante. La designación se hará por el voto de las dos 

terceras partes de los integrantes de la Cámara de Senadores presentes o, durante los recesos de ésta, 

de la Comisión Permanente, dentro del improrrogable plazo de treinta días. Si la Cámara de 

Senadores no resolviere dentro de dicho plazo, ocupará el cargo de integrante de la Junta de 

Gobierno aquel que, dentro de dicha terna, designe el Ejecutivo Federal. 

Si la Cámara de Senadores rechaza la totalidad de la terna propuesta, el Ejecutivo Federal someterá 

una nueva, en los términos del párrafo anterior. Si esta segunda terna fuera rechazada también, 

ocupará el cargo la persona que dentro de dicha terna designe el Ejecutivo Federal. 

 

Artículo 22. 

Los integrantes de la Junta de Gobierno del Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación 

deberán ser personas con capacidad y experiencia en las materias de la competencia del Instituto y 

cumplir los requisitos que establezca la ley; desempeñarán su encargo por periodos de siete años en 

forma escalonada y podrán ser reelectos por una sola ocasión,  pero no durarán en su encargo más 

de catorce años. En caso de falta absoluta de alguno de ellos, el sustituto será nombrado para 
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concluir el periodo respectivo. Sólo podrán ser removidos por causa grave en los términos del 

Título IV de esta Constitución y no podrán tener ningún otro empleo, cargo o comisión, con 

excepción de aquellos en que actúen en representación del Instituto y de los no remunerados en 

actividades docentes, científicas, culturales o de beneficencia. 

 

La Junta de Gobierno nombrará, con al menos tres votos, a su presidente, quien desempeñará dicho 

cargo por el tiempo que fije la ley. 

 

La ley establecerá las reglas para la organización y funcionamiento del Instituto, el cual regirá sus 

actividades con apego a los principios de independencia, transparencia, objetividad, pertinencia, 

diversidad e inclusión. 

La ley establecerá los mecanismos y acciones necesarios que permitan al Instituto y a las 

autoridades educativas federal y locales una eficaz colaboración y coordinación para el mejor 

cumplimiento de sus respectivas funciones. 

 

Artículo 23. 

El organismo autónomo garante del acceso a la información previsto en el artículo 26 de la 

Constitución se regirá por la ley en materia de transparencia y acceso a la información pública y 

protección de datos personales en posesión de sujetos obligados, en los términos que establezca la 

ley general que emita el Congreso de la Unión para establecer las bases, principios generales y 

procedimientos del ejercicio de este derecho. La ley establecerá aquella información que se 

considere reservada o confidencial. 

 

Artículo 24. 

El organismo garante del acceso a la información tiene competencia para conocer de los asuntos 

relacionados con el acceso a la información pública y la protección de datos personales de cualquier 

autoridad, entidad, órgano u organismo que forme parte de alguno de los Poderes Ejecutivo, 

Legislativo y Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así 

como de cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice 

actos de autoridad en el ámbito federal; con excepción de aquellos asuntos jurisdiccionales que 

correspondan a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en cuyo caso resolverá un comité 

integrado por tres ministros. También conocerá de los recursos que interpongan los particulares 

respecto de las resoluciones de los organismos autónomos especializados de los Estados y el 

Distrito Federal que determinen la reserva, confidencialidad, inexistencia o negativa de la 

información, en los términos que establezca la ley. 

 

Artículo 25. 

El organismo garante federal, de oficio o a petición fundada del organismo garante equivalente del 

Estado o del Distrito Federal, podrá conocer de los recursos de revisión que por su interés y 

trascendencia así lo ameriten. 

 

Las resoluciones del organismo garante son vinculantes, definitivas e inatacables para los sujetos 

obligados. El Consejero Jurídico del Gobierno podrá interponer recurso de revisión ante la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación en los términos que establezca la ley, sólo en el caso que dichas 

resoluciones puedan poner en peligro la seguridad nacional conforme a la ley de la materia. 
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La ley establecerá las medidas de apremio que podrá imponer el organismo garante para asegurar el 

cumplimiento de sus decisiones. 

 

Toda autoridad y servidor público estarán obligados a coadyuvar con el organismo garante y sus 

integrantes para el buen desempeño de sus funciones. 

 

Artículo 26. 

El organismo garante del acceso a la información se integra por siete comisionados. Para su 

nombramiento, la Cámara de Senadores, previa realización de una amplia consulta a la sociedad, a 

propuesta de los grupos parlamentarios y con el voto de las dos terceras partes de los miembros 

presentes, nombrará al comisionado que deba cubrir la vacante, siguiendo el proceso establecido en 

la ley. El nombramiento podrá ser objetado por el Presidente de la República en un plazo de diez 

días hábiles; de no hacerlo, ocupará el cargo de comisionado la persona nombrada por el Senado de 

la República. 

 

En el caso de que el Presidente de la República objete el nombramiento, la Cámara de Senadores 

hará uno nuevo en los términos del párrafo anterior, pero con votación de las tres quintas partes de 

los miembros presentes. Si este segundo nombramiento también fuera objetado, la Cámara de 

Senadores, en los términos del párrafo anterior y con la votación de las tres quintas partes de los 

miembros presentes, designará al comisionado que ocupará la vacante. En la conformación del 

organismo garante se procurará la equidad de género. 

 

Los comisionados durarán en su encargo siete años y deberán cumplir con los requisitos previstos 

en las fracciones I, II, IV, V y VI del artículo 95 de esta Constitución; no podrán tener otro empleo, 

cargo o comisión, con excepción de los no remunerados en instituciones docentes, científicas o de 

beneficencia, serán sujetos de juicio político y sólo podrán ser removidos de su cargo en los 

términos del Título Cuarto de esta Constitución. 

 

El comisionado presidente será designado mediante voto secreto por los propios comisionados por 

un periodo de tres años, con posibilidad de ser reelecto por un periodo igual; estará obligado a 

rendir un informe anual ante el Senado, en la fecha y en los términos que disponga la ley. 

 

Artículo 27. 

El organismo garante del acceso a la información tendrá un Consejo Consultivo, integrado por diez 

consejeros, que serán electos por el voto de las dos terceras partes de los miembros presentes de la 

Cámara de Senadores. La ley determinará los procedimientos a seguir para la presentación de las 

propuestas por la propia Cámara. Anualmente serán sustituidos los dos consejeros de mayor 

antigüedad en el cargo, salvo que fuesen propuestos y ratificados para un segundo periodo. 

 

Artículo 28. 

El organismo garante del acceso a la información coordinará sus acciones con la entidad de 

fiscalización superior de la Federación, con la entidad especializada en materia de archivos y con el 

organismo encargado de regular la captación, procesamiento y publicación de la información 

estadística y geográfica, así como con los organismos garantes de los Estados y el Distrito Federal, 

con el objeto de fortalecer la rendición de cuentas del Estado Mexicano. 
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Artículo 29. 

El organismo público en materia de radiodifución contará con un Consejo Ciudadano con el objeto 

de asegurar su independencia y una política editorial imparcial y objetiva. Será integrado por nueve 

consejeros honorarios que serán electos mediante una amplia consulta pública por el voto de dos 

terceras partes de los miembros presentes de la Cámara de Senadores o, en sus recesos, de la 

Comisión Permanente. Los consejeros desempeñarán su encargo en forma escalonada, por lo que 

anualmente serán sustituidos los dos de mayor antigüedad en el cargo, salvo que fuesen ratificados 

por el Senado para un segundo periodo. 

 

El Presidente del organismo público será designado, a propuesta del Ejecutivo Federal, con el voto 

de dos terceras partes de los miembros presentes de la Cámara de Senadores o, en sus recesos, de la 

Comisión Permanente; durará en su encargo cinco años, podrá ser designado para un nuevo periodo 

por una sola vez, y sólo podrá ser removido por el Senado mediante la misma mayoría. 

 

El Presidente del organismo presentará anualmente a los Poderes Ejecutivo y Legislativo de la 

Unión un informe de actividades; al efecto comparecerá ante las Cámaras del Congreso en los 

términos que dispongan las leyes. 

 

 

Sección tercera 

Régimen Económico y Social y de la  

Planeación Democrática 

 

Artículo 30. 

La conducción del banco central estará a cargo de personas cuya designación será hecha por el 

Presidente de la República con la aprobación de la Cámara de Senadores o de la Comisión 

Permanente, en su caso; desempeñarán su encargo por periodos cuya duración y escalonamiento 

provean al ejercicio autónomo de sus funciones; sólo podrán ser removidas por causa grave y no 

podrán tener ningún otro empleo, cargo o comisión, con excepción de aquellos que actúen en 

representación del banco y de los no remunerados en asociaciones docentes, científicas, culturales o 

de beneficencia. Las personas encargadas de la conducción del banco central podrán ser sujetos de 

juicio político conforme a lo dispuesto por el artículo 110 de la Constitución. 

 

Artículo 31. 

La Comisión Federal de Competencia Económica y el Instituto Federal de Telecomunicaciones, 

serán independientes en sus decisiones y funcionamiento, profesionales en su desempeño e 

imparciales en sus actuaciones, y se regirán conforme a lo siguiente: 

 

I.  Dictarán sus resoluciones con plena independencia; 

II.  Ejercerán su presupuesto de forma autónoma. 

La Cámara de Diputados garantizará la suficiencia presupuestal a fin de permitirles 

el ejercicio eficaz y oportuno de sus competencias; 

III.  Expedirán por mayoría calificada su propio estatuto orgánico; 

IV.  Podrán emitir disposiciones administrativas de carácter general exclusivamente para 

el cumplimiento de su función regulatoria en el sector de su competencia; 
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V.  Las leyes garantizarán, dentro de cada organismo, la separación entre la autoridad 

que conoce de la etapa de investigación y la que resuelve en los procedimientos que se 

sustancien en forma de juicio; 

VI.  Los órganos de gobierno deliberarán en forma colegiada y decidirán los asuntos por 

mayoría de votos; sus sesiones, acuerdos y resoluciones serán de carácter público con las 

excepciones que determine la ley; deberán cumplir, asimismo, con los principios de 

transparencia y acceso a la información.; 

VII.  Las normas generales, actos u omisiones de la Comisión Federal de Competencia 

Económica y del Instituto Federal de Telecomunicaciones podrán ser impugnados 

únicamente mediante el juicio de amparo indirecto y no serán objeto de suspensión. 

Solamente en los casos en que la Comisión Federal de Competencia Económica imponga 

multas o la desincorporación de activos, derechos, partes sociales o acciones, estas medidas 

se ejecutarán hasta que se resuelva el juicio de amparo que, en su caso, se promueva. 

Cuando se trate de resoluciones de dichos organismos emanadas de un procedimiento 

seguido en forma de juicio, sólo podrá impugnarse la que ponga fin al mismo por 

violaciones cometidas en la resolución o durante el procedimiento; las normas generales 

aplicadas durante el procedimiento sólo podrán reclamarse en el amparo promovido contra 

la resolución referida. Los juicios de amparo serán sustanciados por jueces y tribunales 

especializados en los términos del artículo 94 de esta Constitución. En ningún caso se 

admitirán recursos ordinarios o constitucionales contra actos intraprocesales; 

VIII.  Los titulares de los órganos presentarán anualmente un programa de trabajo y 

trimestralmente un informe de actividades a los Poderes Ejecutivo y Legislativo de la Unión; 

comparecerán ante la Cámara de Senadores anualmente y ante las Cámaras del Congreso en 

términos del artículo 93 de esta Constitución. El Ejecutivo Federal podrá solicitar a 

cualquiera de las Cámaras la comparecencia de los titulares ante éstas; 

IX.  Las leyes promoverán para estos órganos la transparencia gubernamental bajo 

principios de gobierno digital y datos abiertos; 

X.  Los comisionados podrán ser removidos de su cargo por las dos terceras partes de los 

miembros presentes del Senado de la República, por falta grave en el ejercicio de sus 

funciones, en los términos que disponga la ley, y 

XII.  Cada órgano contará con una Contraloría Interna, cuyo titular será designado por las 

dos terceras partes de los miembros presentes de la Cámara de Diputados, en los términos 

que disponga la ley. 

 

Artículo 32. 

Los órganos de gobierno, tanto de la Comisión Federal de Competencia Económica como del 

Instituto Federal de Telecomunicaciones se integrarán por siete comisionados, incluyendo el 

Comisionado Presidente, designados en forma escalonada a propuesta del Ejecutivo Federal con la 

ratificación del Senado. 

 

El presidente de cada uno de los órganos será nombrado de entre los comisionados por la Cámara 

de Senadores, con el voto de las dos terceras partes de los miembros presentes, por un periodo de 

cuatro años, renovable por una sola ocasión. Cuando la designación recaiga en un comisionado que 

concluya su encargo antes de dicho periodo, desempeñará la presidencia sólo por el tiempo que falte 

para concluir su encargo como comisionado. 
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Los comisionados deberán cumplir los siguientes requisitos: 

 

I.  Ser ciudadano mexicano por nacimiento y estar en pleno goce de sus derechos civiles 

y políticos; 

II.  Ser mayor de treinta y cinco años; 

III.  Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por delito doloso que amerite 

pena de prisión por más de un año; 

IV.  Poseer título profesional; 

V.  Haberse desempeñado en forma destacada, cuando menos durante tres años, en 

actividades profesionales, de servicio público o académicas sustancialmente relacionadas 

con materias afines a las de competencia económica, radiodifusión o telecomunicaciones, 

según corresponda; 

VI.  Acreditar, en los términos de este precepto, los conocimientos técnicos necesarios 

para el ejercicio del cargo; 

VII.  No haber sido Secretario de Estado, Fiscal General de la República, senador, 

diputado federal o local, gobernador de algún Estado o Jefe de Gobierno del Distrito Federal, 

durante el año previo a su nombramiento, y 

VIII.  No haber ocupado, en los últimos tres años, ningún empleo, cargo o función directiva 

en las empresas que hayan estado sujetas a alguno de los procedimientos sancionatorios que 

sustancia la Comisión Federal de Competencia, o en las de los concesionarios comerciales o 

privados, o de las entidades a ellos relacionadas, sujetas a la regulación del Instituto Federal 

de Telecomunicaciones. 

Los comisionados se abstendrán de desempeñar cualquier otro empleo, trabajo o comisión 

públicos o privados, con excepción de los cargos docentes; estarán impedidos para conocer 

asuntos en que tengan interés directo o indirecto, en los términos que la ley determine, y 

serán sujetos de juicio político y del régimen de responsabilidades del Título Cuarto de esta 

Constitución. La ley regulará las modalidades conforme a las cuales los comisionados 

podrán establecer contacto para tratar asuntos de su competencia con personas que 

representen los intereses de los agentes económicos regulados. 

Los comisionados durarán en su encargo nueve años y por ningún motivo podrán 

desempeñar nuevamente ese cargo. En caso de falta absoluta de algún comisionado, se 

procederá a la designación correspondiente, a través del procedimiento previsto en este 

artículo y a fin de que el sustituto concluya el periodo respectivo. 

Los aspirantes a ser designados como comisionados acreditarán el cumplimiento de los 

requisitos señalados en los numerales anteriores, ante un Comité de Evaluación integrado 

por los titulares del Banco de México, el Instituto Nacional para la Evaluación de la 

Educación y el Instituto Nacional de Estadística y Geografía. El Comité se instalará y 

sesionará siempre que haya una vacante de comisionado; decidirá por mayoría de votos y 

será presidido por el titular con mayor antigüedad en el cargo, quien tendrá voto de calidad. 

El Comité emitirá una convocatoria pública para cubrir la vacante, y aplicará un examen de 

conocimientos en la materia a los aspirantes que cumplan con los requisitos de que habla 

este artículo. Para la formulación del examen, el Comité deberá considerar la opinión de 

cuando menos dos instituciones de educación superior y seguirá las mejores prácticas en la 

materia. El procedimiento deberá observar los principios de transparencia, publicidad y 

máxima concurrencia. 

Por cada vacante, el Comité enviará al Ejecutivo una lista con un mínimo de tres y un 

máximo de cinco aspirantes, de entre los que hubieran obtenido las calificaciones 
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aprobatorias más altas; de no completarse el número mínimo de aspirantes, se emitirá una 

nueva convocatoria. El Ejecutivo seleccionará de la lista al candidato que propondrá para su 

ratificación al Senado. 

La ratificación se hará por el voto de las dos terceras partes de los miembros del Senado 

presentes, dentro del plazo improrrogable de treinta días naturales a partir de la presentación 

de la propuesta; en los recesos, la Comisión Permanente convocará desde luego al Senado. 

En caso de que la Cámara de Senadores rechace al candidato propuesto por el Ejecutivo, el 

Presidente de la República someterá una nueva propuesta, en los términos del párrafo 

anterior. Este procedimiento se repetirá las veces que sea necesario si se producen nuevos 

rechazos hasta que sólo quede un aspirante aprobado por el Comité de Evaluación, quien 

será designado comisionado directamente por el Ejecutivo. 

Todos los actos del proceso de selección y designación de los Comisionados son inatacables. 

 

Artículo 33. 

El organismo coordinador del Sistema Nacional de Información Estadística y Geográfica tendrá una 

Junta de Gobierno integrada por cinco miembros, uno de los cuales fungirá como presidente de ésta 

y del propio organismo; serán designados por el Presidente de la República con la aprobación de la 

Cámara de Senadores o, en sus recesos, por la Comisión Permanente del Congreso de la Unión. 

 

La ley establecerá las bases de organización y funcionamiento del Sistema Nacional de Información 

Estadística y Geográfica, de acuerdo con los principios de accesibilidad a la información, 

transparencia, objetividad e independencia; los requisitos que deberán cumplir los miembros de la 

Junta de Gobierno, la duración y escalonamiento de su encargo. 

 

Los miembros de la Junta de Gobierno sólo podrán ser removidos por causa grave y no podrán tener 

ningún otro empleo, cargo o comisión, con excepción de los no remunerados en instituciones 

docentes, científicas, culturales o de beneficencia; y estarán sujetos a lo dispuesto por el Título 

Cuarto de esta Constitución. 

 

Artículo 34. 

El Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social estará integrado por un 

presidente y seis consejeros que deberán ser ciudadanos mexicanos de reconocido prestigio en los 

sectores privado y social, así como en los ámbitos académico y profesional; tener experiencia 

mínima de diez años en materia de desarrollo social, y no pertenecer a ningún partido político o 

haber sido candidato a ocupar un cargo público de elección popular. Serán nombrados, conforme al 

procedimiento que determine la ley, por el voto de las dos terceras partes de los miembros presentes 

de la Cámara de Diputados. El nombramiento podrá ser objetado por el Presidente de la República 

en un plazo de diez días hábiles y, si no lo hiciere, ocupará el cargo de consejero la persona 

nombrada por la Cámara de Diputados. Cada cuatro años serán sustituidos los dos consejeros de 

mayor antigüedad en el cargo, salvo que fuesen propuestos y ratificados para un segundo período. 

El Presidente del Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social será electo en 

los mismos términos del párrafo anterior. Durará en su encargo cinco años, podrá ser reelecto por 

una sola vez y sólo podrá ser removido de sus funciones en los términos del Título Cuarto de esta 

Constitución. 
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El Presidente del Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social presentará 

anualmente a los Poderes de la Unión un informe de actividades y comparecerá ante las Cámaras 

del Congreso en los términos que disponga la ley. 

 

 

Sección cuarta 

Seguridad Pública 

 

Artículo 35. 

El Sistema Nacional de Seguridad Pública estará sujeto a las siguientes bases mínimas: 

 

I.  La regulación de la selección, ingreso, formación, permanencia, evaluación, 

reconocimiento y certificación de los integrantes de las instituciones de seguridad pública. 

La operación y desarrollo de estas acciones será competencia de la Federación, el Distrito 

Federal, los Estados y los municipios en el ámbito de sus respectivas atribuciones; 

II. El establecimiento de las bases de datos criminalísticos y de personal para las 

instituciones de seguridad pública. Ninguna persona podrá ingresar a las instituciones de 

seguridad pública si no ha sido debidamente certificada y registrada en el sistema; 

III. La formulación de políticas públicas tendientes a prevenir la comisión de delitos; 

IV.  La participación de la comunidad, la que coadyuvará, entre otros, en los procesos de 

evaluación de las políticas de prevención del delito así como de las instituciones de 

seguridad pública, y 

V.  Los fondos de ayuda federal para la seguridad pública, a nivel nacional serán 

aportados a las entidades federativas y municipios para ser destinados exclusivamente a 

estos fines. 

 

 

Libro Segundo 

 

Sección única 

Forma de gobierno 

 

 

Artículo 1o. 

La duración de las campañas en el año de elecciones para Presidente de la República, senadores y 

diputados federales, será de noventa días; en el año en que sólo se elijan diputados federales, las 

campañas durarán sesenta días. En ningún caso las precampañas excederán las dos terceras partes 

del tiempo previsto para las campañas electorales. 

 

La violación a estas disposiciones por los partidos o cualquier otra persona física o moral será 

sancionada conforme a la ley. 

 

Artículo 2o. 

El Instituto Nacional Electoral será autoridad única para la administración del tiempo que 

corresponda al Estado en radio y televisión destinado a sus propios fines y al ejercicio del derecho 

de los partidos políticos nacionales, de acuerdo con las siguientes disposiciones y lo que establezcan 

las leyes. 

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 2015. Cámara de Diputados LXII Legislatura 
Universidad Nacional Autónoma de México 

Instituto de Investigaciones Jurídicas 
Instituto Iberoamericano de Derecho Constitucional 

 

Libro completo en 
http://biblio.juridicas.unam.mx/libros/libro.htm?l=4017



  
527 

 

  

 

I. A partir del inicio de las precampañas y hasta el día de la jornada electoral quedarán a 

disposición del Instituto Nacional Electoral cuarenta y ocho minutos diarios, que serán 

distribuidos en dos y hasta tres minutos por cada hora de transmisión en cada estación de 

radio y canal de televisión, en el horario referido en la fracción IV de este apartado. En el 

periodo comprendido entre el fin de las precampañas y el inicio de las campañas, el 

cincuenta por ciento de los tiempos en radio y televisión se destinará a los fines propios de 

las autoridades electorales, y el resto a la difusión de mensajes genéricos de los partidos 

políticos, conforme a lo que establezca la ley; 

II. Durante sus precampañas, los partidos políticos dispondrán en conjunto de un minuto 

por cada hora de transmisión en cada estación de radio y canal de televisión; el tiempo 

restante se utilizará conforme a lo que determine la ley; 

III. Durante las campañas electorales deberá destinarse para cubrir el derecho de los 

partidos políticos y los candidatos al menos el ochenta y cinco por ciento del tiempo total 

disponible a que se refiere la fracción I de este apartado; 

IV. Las transmisiones en cada estación de radio y canal de televisión se distribuirán 

dentro del horario de programación comprendido entre las seis y las veinticuatro horas; 

V. El tiempo establecido como derecho de los partidos políticos y, en su caso, de los 

candidatos independientes, se distribuirá entre los mismos conforme a lo siguiente: el setenta 

por ciento será distribuido entre los partidos políticos de acuerdo a los resultados de la 

elección para diputados federales inmediata anterior y el treinta por ciento restante será 

dividido en partes iguales, de las cuales, hasta una de ellas podrá ser asignada a los 

candidatos independientes en su conjunto; 

VI. A cada partido político nacional sin representación en el Congreso de la Unión se le 

asignará para radio y televisión solamente la parte correspondiente al porcentaje igualitario 

establecido en el inciso anterior, y 

VII. Con independencia de lo dispuesto en los apartados B y C de este artículo y fuera de 

los períodos de precampañas y campañas electorales federales, al Instituto Nacional 

Electoral le será asignado hasta el doce por ciento del tiempo total de que el Estado disponga 

en radio y televisión, conforme a las leyes y bajo cualquier modalidad; del total asignado, el 

Instituto distribuirá entre los partidos políticos nacionales en forma igualitaria un cincuenta 

por ciento; el tiempo restante lo utilizará para fines propios o de otras autoridades electorales, 

tanto federales como de las entidades federativas. Cada partido político nacional utilizará el 

tiempo que por este concepto le corresponda en los formatos que establezca la ley. En todo 

caso, las transmisiones a que se refiere esta fracción se harán en el horario que determine el 

Instituto conforme a lo señalado en la fracción IV del presente apartado. En situaciones 

especiales, el Instituto podrá disponer de los tiempos correspondientes a mensajes partidistas 

a favor de un partido político, cuando así se justifique. 

Los partidos políticos y los candidatos en ningún momento podrán contratar o adquirir, por 

sí o por terceras personas, tiempos en cualquier modalidad de radio y televisión. 

Ninguna otra persona física o moral, sea a título propio o por cuenta de terceros, podrá 

contratar propaganda en radio y televisión dirigida a influir en las preferencias electorales de 

los ciudadanos, ni a favor o en contra de partidos políticos o de candidatos a cargos de 

elección popular. Queda prohibida la transmisión en territorio nacional de este tipo de 

mensajes contratados en el extranjero. 

Las disposiciones contenidas en los dos párrafos anteriores deberán ser cumplidas en el 

ámbito de los estados y el Distrito Federal conforme a la legislación aplicable. 
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Artículo 3o.  

Para fines electorales en las entidades federativas, el Instituto Nacional Electoral administrará los 

tiempos que correspondan al Estado en radio y televisión en las estaciones y canales de cobertura en 

la entidad de que se trate, conforme a las siguientes disposiciones y lo que determine la ley: 

 

I. Para los casos de los procesos electorales locales con jornadas comiciales 

coincidentes con la federal, el tiempo asignado en cada entidad federativa estará 

comprendido dentro del total disponible conforme a las fracciones I, II y III del apartado B 

de este artículo; 

II. Para los demás procesos electorales, la asignación se hará en los términos de la ley, 

conforme a los criterios de esta base constitucional, y 

III.  La distribución de los tiempos entre los partidos políticos, incluyendo a los de 

registro local, y los candidatos independientes se realizará de acuerdo con los criterios 

señalados en el apartado B de este artículo y lo que determine la legislación aplicable. 

Cuando a juicio del Instituto Nacional Electoral el tiempo total en radio y televisión a que se 

refieren este apartado y el anterior fuese insuficiente para sus propios fines, los de otras 

autoridades electorales o para los candidatos independientes, determinará lo conducente para 

cubrir el tiempo faltante, conforme a las facultades que la ley le confiera. 

 

Artículo 4o. 

El Instituto Nacional Electoral, mediante procedimientos expeditos en los términos de la ley, 

investigará las infracciones a lo dispuesto en la Constitución, en esta ley y en las demás 

disposiciones aplicables, e integrará el expediente para someterlo al conocimiento y resolución del 

Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. En el procedimiento, el Instituto podrá 

imponer, entre otras medidas cautelares, la orden de suspender o cancelar de manera inmediata las 

transmisiones en radio y televisión, de conformidad con lo que disponga la ley. 

 

Artículo 5o. 

El Instituto Nacional Electoral será autoridad en la materia, independiente en sus decisiones y 

funcionamiento, y profesional en su desempeño; contará en su estructura con órganos de dirección, 

ejecutivos, técnicos y de vigilancia. El Consejo General será su órgano superior de dirección y se 

integrará por un consejero Presidente y diez consejeros electorales, y concurrirán, con voz pero sin 

voto, los consejeros del Poder Legislativo, los representantes de los partidos políticos y un 

Secretario Ejecutivo; la ley determinará las reglas para la organización y funcionamiento de los 

órganos, las relaciones de mando entre éstos, así como la relación con los organismos públicos 

locales. Los órganos ejecutivos y técnicos dispondrán del personal calificado necesario para el 

ejercicio de sus atribuciones. Una Contraloría General tendrá a su cargo, con autonomía técnica y 

de gestión, la fiscalización de todos los ingresos y egresos del Instituto. Los órganos de vigilancia 

del padrón electoral se integrarán mayoritariamente por representantes de los partidos políticos 

nacionales. Las mesas directivas de casilla estarán integradas por ciudadanos. 

 

Las sesiones de todos los órganos colegiados de dirección serán públicas en los términos que señale 

la ley. 

 

El Instituto contará con una oficialía electoral investida de fe pública para actos de naturaleza 

electoral, cuyas atribuciones y funcionamiento serán reguladas por la ley. 
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Las disposiciones de la ley electoral y del Estatuto que con base en ella apruebe el Consejo General, 

regirán las relaciones de trabajo con los servidores del organismo público. 

 

Artículo 6º  

El consejero Presidente y los consejeros electorales del Instituto Nacional Electoral durarán en su 

cargo nueve años y no podrán ser reelectos. Serán electos por el voto de las dos terceras partes de 

los miembros presentes de la Cámara de Diputados, mediante el siguiente procedimiento: 

 

I. La Cámara de Diputados emitirá el acuerdo para la elección del consejero presidente 

y los consejeros electorales, que contendrá la convocatoria pública, las etapas completas 

para el procedimiento, sus fechas límites y plazos improrrogables, así como el proceso para 

la designación de un comité técnico de evaluación, integrado por siete personas de 

reconocido prestigio, de las cuales tres serán nombradas por el órgano de dirección política 

de la Cámara de Diputados, dos por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos y dos 

por el organismo garante establecido en el artículo 7o. de esta Constitución; 

II. El comité recibirá la lista completa de los aspirantes que concurran a la convocatoria 

pública, evaluará el cumplimiento de los requisitos constitucionales y legales, así como su 

idoneidad para desempeñar el cargo; seleccionará a los mejor evaluados en una proporción 

de cinco personas por cada cargo vacante, y remitirá la relación correspondiente al órgano 

de dirección política de la Cámara de Diputados; 

III. El órgano de dirección política impulsará la construcción de los acuerdos para la 

elección del consejero presidente y los consejeros electorales, a fin de que una vez realizada 

la votación por este órgano en los términos de la ley, se remita al Pleno de la Cámara la 

propuesta con las designaciones correspondientes; 

IV. Vencido el plazo que para el efecto se establezca en el acuerdo a que se refiere la 

fracción I, sin que el órgano de dirección política de la Cámara haya realizado la votación o 

la remisión previstas en la fracción anterior, o habiéndolo hecho, no se alcance la votación 

requerida en el Pleno, se deberá convocar a éste a una sesión en la que se realizará la 

elección mediante insaculación de la lista conformada por el comité de evaluación; 

V. Al vencimiento del plazo fijado en el acuerdo referido en la fracción I, sin que se 

hubiere concretado la elección en los términos de las fracciones III y IV, el Pleno de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación realizará, en sesión pública, la designación mediante 

insaculación de la lista conformada por el comité de evaluación. 

De darse la falta absoluta del consejero presidente o de cualquiera de los consejeros 

electorales durante los primeros seis años de su encargo, se elegirá un sustituto para concluir 

el periodo de la vacante. Si la falta ocurriese dentro de los últimos tres años, se elegirá a un 

consejero para un nuevo periodo. 

El consejero presidente y los consejeros electorales no podrán tener otro empleo, cargo o 

comisión, con excepción de aquellos en que actúen en representación del Consejo General y 

los no remunerados que desempeñen en asociaciones docentes, científicas, culturales, de 

investigación o de beneficencia. 

El titular de la Contraloría General del Instituto será designado por la Cámara de Diputados 

con el voto de las dos terceras partes de sus miembros presentes a propuesta de instituciones 

públicas de educación superior, en la forma y términos que determine la ley. Durará seis 

años en el cargo y podrá ser reelecto por una sola vez. Estará adscrito administrativamente a 

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 2015. Cámara de Diputados LXII Legislatura 
Universidad Nacional Autónoma de México 

Instituto de Investigaciones Jurídicas 
Instituto Iberoamericano de Derecho Constitucional 

 

Libro completo en 
http://biblio.juridicas.unam.mx/libros/libro.htm?l=4017



  
530 

 

  

la presidencia del Consejo General y mantendrá la coordinación técnica necesaria con la 

entidad de fiscalización superior de la Federación. 

El Secretario Ejecutivo será nombrado con el voto de las dos terceras partes del Consejo 

General a propuesta de su Presidente. 

La ley establecerá los requisitos que deberán reunir para su designación el consejero 

presidente del Consejo General, los consejeros electorales, el Contralor General y el 

Secretario Ejecutivo del Instituto Nacional Electoral. Quienes hayan fungido como 

consejero presidente, consejeros electorales y Secretario Ejecutivo no podrán desempeñar 

cargos en los poderes públicos en cuya elección hayan participado, de dirigencia partidista, 

ni ser postulados a cargos de elección popular, durante los dos años siguientes a la fecha de 

conclusión de su encargo. 

Los consejeros del Poder Legislativo serán propuestos por los grupos parlamentarios con 

afiliación de partido en alguna de las Cámaras. Sólo habrá un consejero por cada grupo 

parlamentario, no obstante su reconocimiento en ambas Cámaras del Congreso de la Unión. 

 

Artículo 7o. 

Corresponden al Instituto Nacional Electoral, en los términos que establecen esta Constitución y las 

leyes: 

 

I.  Para los procesos electorales federales y locales: 

a) La capacitación electoral; 

b) La geografía electoral, así como el diseño y determinación de los distritos 

electorales y división del territorio en secciones electorales; 

c) El padrón y la lista de electores; 

d) La ubicación de las casillas y la designación de los funcionarios de sus mesas 

directivas; 

e) Las reglas, lineamientos, criterios y formatos en materia de resultados 

preliminares; encuestas o sondeos de opinión; observación electoral; conteos 

rápidos; impresión de documentos y producción de materiales electorales; 

f) La fiscalización de los ingresos y egresos de los partidos políticos y 

candidatos, y 

g) Las demás que determine la ley. 

 

II.  Para los procesos electorales federales: 

a) Los derechos y el acceso a las prerrogativas de los candidatos y partidos 

políticos; 

b) La preparación de la jornada electoral; 

c) La impresión de documentos y la producción de materiales electorales; 

d) Los escrutinios y cómputos en los términos que señale la ley; 

e) La declaración de validez y el otorgamiento de constancias en las elecciones 

de diputados y senadores; 

f)  El cómputo de la elección de Presidente de los Estados Unidos Mexicanos en 

cada uno de los distritos electorales uninominales, y 

g) Las demás que determine la ley. 
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Artículo 8o. 

La fiscalización de las finanzas de los partidos políticos y de las campañas de los candidatos estará 

a cargo del Consejo General del Instituto Nacional Electoral. La ley desarrollará las atribuciones del 

Consejo para la realización de dicha función, así como la definición de los órganos técnicos 

dependientes del mismo, responsables de realizar las revisiones e instruir los procedimientos para la 

aplicación de las sanciones correspondientes. En el cumplimiento de sus atribuciones, el Consejo 

General no estará limitado por los secretos bancario, fiduciario y fiscal, y contará con el apoyo de 

las autoridades federales y locales. 

 

En caso de que el Instituto Nacional Electoral delegue la función de fiscalización, su órgano técnico 

será el conducto para superar la limitación a que se refiere el párrafo anterior. 

 

Artículo 9º 

En las entidades federativas, las elecciones locales estarán a cargo de organismos públicos locales, 

los que ejercerán funciones en las siguientes materias: 

 

I. Derechos y el acceso a las prerrogativas de los candidatos y partidos políticos; 

II. Educación cívica; 

III. Preparación de la jornada electoral; 

IV. Impresión de documentos y la producción de materiales electorales; 

V. Escrutinios y cómputos en los términos que señale la ley; 

VI. Declaración de validez y el otorgamiento de constancias en las elecciones locales; 

VII. Cómputo de la elección del titular del poder ejecutivo; 

VIII. Resultados preliminares; encuestas o sondeos de opinión; observación electoral, y 

conteos rápidos, conforme a los lineamientos establecidos en el Apartado anterior; 

IX. Organización, desarrollo, cómputo y declaración de resultados en los mecanismos de 

participación ciudadana que prevea la legislación local; 

X. Todas las no reservadas al Instituto Nacional Electoral, y 

XI. Las que determine la ley. 

 

Artículo 10. 

En los supuestos que establezca la ley y con la aprobación de una mayoría de cuando menos ocho 

votos del Consejo General, el Instituto Nacional Electoral podrá asumir directamente la realización 

de las actividades propias de la función electoral que corresponden a los órganos electorales locales, 

delegar en éstos las atribuciones a que se refiere la fracción I del apartado B de este artículo, sin 

perjuicio de reasumir su ejercicio directo en cualquier momento, o atraer a su conocimiento 

cualquier asunto de la competencia de los órganos electorales locales, cuando su trascendencia así 

lo amerite, o para sentar un criterio de interpretación. 

 

Artículo 11. 

El Servicio Profesional Electoral Nacional comprende la selección, ingreso, capacitación, 

profesionalización, promoción, evaluación, rotación, permanencia y disciplina, de los servidores 

públicos de los órganos ejecutivos y técnicos del Instituto Nacional Electoral y de los organismos 

públicos locales de las entidades federativas en materia electoral. El Instituto Nacional Electoral 

regulará la organización y funcionamiento de este Servicio. 
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Artículo 12. 

La ley garantizará que los partidos políticos nacionales cuenten de manera equitativa con elementos 

para llevar a cabo sus actividades y señalará las reglas a que se sujetará el financiamiento de los 

propios partidos y sus campañas electorales, debiendo garantizar que los recursos públicos 

prevalezcan sobre los de origen privado. 

 

El financiamiento público para los partidos políticos que mantengan su registro después de cada 

elección, se compondrá de las ministraciones destinadas al sostenimiento de sus actividades 

ordinarias permanentes, las tendientes a la obtención del voto durante los procesos electorales y las 

de carácter específico. Se otorgará conforme a lo siguiente y a lo que disponga la ley: 

 

I.  El financiamiento público para el sostenimiento de sus actividades ordinarias 

permanentes se fijará anualmente, multiplicando el número total de ciudadanos inscritos en 

el padrón electoral por el sesenta y cinco por ciento del salario mínimo diario vigente para el 

Distrito Federal. El treinta por ciento de la cantidad que resulte de acuerdo a lo señalado 

anteriormente, se distribuirá entre los partidos políticos en forma igualitaria y el setenta por 

ciento restante de acuerdo con el porcentaje de votos que hubieren obtenido en la elección 

de diputados inmediata anterior; 

II. El financiamiento público para las actividades tendientes a la obtención del voto 

durante el año en que se elijan Presidente de la República, senadores y diputados federales, 

equivaldrá al cincuenta por ciento del financiamiento público que le corresponda a cada 

partido político por actividades ordinarias en ese mismo año; cuando sólo se elijan diputados 

federales, equivaldrá al treinta por ciento de dicho financiamiento por actividades ordinarias. 

III.  El financiamiento público por actividades específicas, relativas a la educación, 

capacitación, investigación socioeconómica y política, así como a las tareas editoriales, 

equivaldrá al tres por ciento del monto total del financiamiento público que corresponda en 

cada año por actividades ordinarias. El treinta por ciento de la cantidad que resulte de 

acuerdo a lo señalado anteriormente, se distribuirá entre los partidos políticos en forma 

igualitaria y el setenta por ciento restante de acuerdo con el porcentaje de votos que hubieren 

obtenido en la elección de diputados inmediata anterior. 

La ley fijará los límites a las erogaciones en los procesos internos de selección de candidatos 

y en las campañas electorales. La propia ley establecerá el monto máximo que tendrán las 

aportaciones de sus militantes y simpatizantes; ordenará los procedimientos para el control, 

fiscalización oportuna y vigilancia, durante la campaña, del origen y uso de todos los 

recursos con que cuenten; asimismo, dispondrá las sanciones que deban imponerse por el 

incumplimiento de estas disposiciones. 

De igual manera, la ley establecerá el procedimiento para la liquidación de las obligaciones 

de los partidos que pierdan su registro y los supuestos en los que sus bienes y remanentes 

serán adjudicados a la Federación. 

Los partidos políticos nacionales tendrán derecho al uso de manera permanente de los 

medios de comunicación social. 

 

 

 

 

 

 

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 2015. Cámara de Diputados LXII Legislatura 
Universidad Nacional Autónoma de México 

Instituto de Investigaciones Jurídicas 
Instituto Iberoamericano de Derecho Constitucional 

 

Libro completo en 
http://biblio.juridicas.unam.mx/libros/libro.htm?l=4017



  
533 

 

  

Libro Tercero 

 

Sección única 

Órganos del poder 

 

Artículo 1o. 

La Cámara de Diputados estará integrada por 300 diputados electos según el principio de votación 

mayoritaria en distritos uninominales, y 200 diputados electos según el principio de representación 

proporcional, mediante listas regionales votadas en circunscripciones plurinominales. 

 

Artículo 2o. 

 

Artículo 3o. 

Para la elección de los 200 diputados según el principio de representación proporcional y el sistema 

de listas regionales, se constituirán cinco circunscripciones electorales plurinominales en el país. La 

ley determinará la forma de establecer la demarcación territorial de estas circunscripciones. 

 

Artículo 4o. 

La elección de los 200 diputados según el principio de representación proporcional y el sistema de 

asignación por listas regionales, se sujetará a lo que disponga la ley. 

 

Artículo 5o.  

Las vacantes que se produzcan en el Congreso se cubrirán de la siguiente manera: en la vacante de 

legisladores por el principio de mayoría relativa, la Cámara respectiva convocará a elecciones 

extraordinarias; la vacante de diputados o senadores electos por el principio de representación 

proporcional será cubierta por la fórmula de candidatos del mismo partido que siga en el orden de la 

lista regional o nacional, según proceda, después de habérsele asignado los diputados o senadores 

que le hubieren correspondido; y la vacante de miembros de la Cámara de Senadores electos por el 

principio de primera minoría será cubierta por la fórmula de candidatos del mismo partido que, para 

la entidad federativa de que se trate, se haya registrado en segundo lugar de la lista correspondiente.  

 

Artículo 6o.  

El Fiscal General de la República y sus agentes, serán responsables de toda falta, omisión o 

violación a la ley en que incurran con motivo de sus funciones. 

 

Artículo 7o.  

La ley establecerá las bases para la formación y actualización de los servidores públicos de la 

Fiscalía General de la República así como para el desarrollo de la carrera profesional de los mismos, 

la cual se regirá por los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y 

respeto a los derechos humanos. 

  

 

 

La demarcación territorial de los 300 distritos electorales uninominales será la que resulte de dividir 

la población total del país entre los distritos señalados. La distribución de los distritos entre las 

entidades federativas se hará teniendo en cuenta el último censo general de población, sin que en 

ningún caso la representación de una entidad pueda ser menor de dos diputados de mayoría. 
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Artículo 8o. 

La Auditoría Superior de la Federación tendrá autonomía técnica y de gestión en el ejercicio de sus 

atribuciones y para decidir sobre su organización interna, funcionamiento y resoluciones, en los 

términos que disponga la ley. 

 

La Cámara de Diputados designará al titular de la Auditoría por el voto de las dos terceras partes de 

sus miembros presentes. La ley determinará el procedimiento para su designación. Dicho titular 

durará en su encargo ocho años y podrá ser nombrado nuevamente por una sola vez. Podrá ser 

removido, exclusivamente, por las causas graves que la ley señale, con la misma votación requerida 

para su nombramiento, o por las causas y conforme a los procedimientos previstos en el Título 

Cuarto de esta Constitución. 

 

Para ser titular de la Auditoría Superior de la Federación se requiere cumplir, además de los 

requisitos establecidos en las fracciones I, II, IV, V y VI del artículo 95 de la Constitución, los que 

señale la ley. Durante el ejercicio de su encargo no podrá formar parte de ningún partido político, ni 

desempeñar otro empleo, cargo o comisión, salvo los no remunerados en asociaciones científicas, 

docentes, artísticas o de beneficencia. 

 

 

Libro Cuarto 

 

Sección I 

Estados 

 

Artículo 1o. 

Las autoridades electorales de las entidades federativas se regirán por lo que determinen las leyes, 

conforme a las siguientes bases: 

 

a) Los organismos públicos locales electorales contarán con un órgano de dirección 

superior integrado por un consejero presidente y seis consejeros electorales, con derecho a 

voz y voto; el Secretario Ejecutivo y los representantes de los partidos políticos concurrirán 

a las sesiones sólo con derecho a voz; cada partido político contará con un representante en 

dicho órgano; 

b) El consejero presidente y los consejeros electorales serán designados por el Consejo 

General del Instituto Nacional Electoral, en los términos previstos por la ley. 

Los consejeros electorales estatales deberán ser originarios de la entidad federativa 

correspondiente o contar con una residencia efectiva de por lo menos cinco años anteriores a 

su designación, y cumplir con los requisitos y el perfil que acredite su idoneidad para el 

cargo que establezca la ley. En caso de que ocurra una vacante de consejero electoral estatal, 

el Consejo General del Instituto Nacional Electoral hará la designación correspondiente en 

términos de este artículo y la ley. Si la vacante se verifica durante los primeros cuatro años 

de su encargo, se elegirá un sustituto para concluir el período. Si la falta ocurriese dentro de 

los últimos tres años, se elegirá a un consejero para un nuevo periodo; 

c) Los consejeros electorales estatales tendrán un periodo de desempeño de siete años y 

no podrán ser reelectos; percibirán una remuneración acorde con sus funciones y podrán ser 

removidos por el Consejo General del Instituto Nacional Electoral por las causas graves que 

establezca la ley; 
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d) Los consejeros electorales estatales y demás servidores públicos que establezca la ley 

no podrán tener otro empleo, cargo o comisión, con excepción de los no remunerados en 

actividades docentes, científicas, culturales, de investigación o de beneficencia. Tampoco 

podrán asumir un cargo público en los órganos emanados de las elecciones en cuya 

organización y desarrollo hubieren participado, ni ser postulados para un cargo de elección 

popular o asumir un cargo de dirigencia partidista, durante los dos años posteriores al 

término de su encargo; 

e) Las autoridades electorales jurisdiccionales se integrarán por un número impar de 

magistrados, quienes serán electos por las dos terceras partes de los miembros presentes de 

la Cámara de Senadores, previa convocatoria pública, en los términos que determine la ley; 

f) Los organismos públicos locales electorales contarán con servidores públicos 

investidos de fe pública para actos de naturaleza electoral y sus atribuciones y 

funcionamiento serán regulados por la ley; 

g) Las impugnaciones en contra de los actos que, conforme al apartado A del artículo 

42 de la Constitución, realice el Instituto Nacional Electoral con motivo de los procesos 

electorales locales, serán resueltas por el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación, conforme lo determine la ley; 

 

Artículo 2o. 

Las autoridades electorales competentes de carácter administrativo puedan convenir con el Instituto 

Nacional Electoral se haga cargo de la organización de los procesos electorales locales; 

 

Artículo 3o. 

La legislación electoral de los Estados garantizará que: 

I. Los partidos políticos sólo se constituyan por ciudadanos, sin intervención de 

organizaciones gremiales o con objeto social diferente, y sin que haya afiliación corporativa. 

Asimismo, tengan reconocido el derecho para solicitar el registro de candidatos a cargos de 

elección popular, con excepción de lo dispuesto en el artículo 2°, fracciones III y VII, de la 

Constitución; 

II. Las autoridades electorales solamente puedan intervenir en los asuntos internos de los 

partidos en los términos que expresamente señalen; 

III. El partido político local que no obtenga, al menos, el tres por ciento del total de la 

votación válida emitida en cualquiera de las elecciones que se celebren para la renovación 

del Poder Ejecutivo o Legislativo locales, le será cancelado el registro. Esta disposición no 

será aplicable a los partidos políticos nacionales que participen en las elecciones locales; 

IV. Los partidos políticos reciban, en forma equitativa, financiamiento público para sus 

actividades ordinarias permanentes y las tendientes a la obtención del voto durante los 

procesos electorales. Del mismo modo, se establezca el procedimiento para la liquidación de 

los partidos que pierdan su registro y el destino de sus bienes y remanentes; 

V. Se fijen los criterios para establecer los límites a las erogaciones de los partidos 

políticos en sus precampañas y campañas electorales, así como los montos máximos que 

tengan las aportaciones de sus militantes y simpatizantes; 

VI.  Los partidos políticos accedan a la radio y la televisión, conforme a las normas 

establecidas por la fracción II del apartado C del artículo 41 de la Constitución; 

VII. Se fijen las reglas para las precampañas y las campañas electorales de los partidos 

políticos, así como las sanciones para quienes las infrinjan. En todo caso, la duración de las 

campañas será de sesenta a noventa días para la elección de gobernador y de treinta a 
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sesenta días cuando sólo se elijan diputados locales o ayuntamientos; las precampañas no 

podrán durar más de las dos terceras partes de las respectivas campañas electorales; 

VIII. Se regule el régimen aplicable a la postulación, registro, derechos y obligaciones de 

los candidatos independientes, garantizando su derecho al financiamiento público y al 

acceso a la radio y la televisión en los términos establecidos en la Constitución y en las leyes 

correspondientes; 

IX.  Se establezca un sistema de medios de impugnación para que todos los actos y 

resoluciones electorales se sujeten invariablemente al principio de legalidad. Igualmente, 

que se señalen los supuestos y las reglas para la realización, en los ámbitos administrativo y 

jurisdiccional, de recuentos totales o parciales de votación; 

X.  Se fijen las causales de nulidad de las elecciones de gobernador, diputados locales y 

ayuntamientos, así como los plazos convenientes para el desahogo de todas las instancias 

impugnativas, tomando en cuenta el principio de definitividad de las etapas de los procesos 

electorales, 

XI. Se verifique, al menos, una elección local en la misma fecha en que tenga lugar 

alguna de las elecciones federales; 

XII.  Se tipifiquen los delitos y determinen las faltas en materia electoral, así como las 

sanciones que por ellos deban imponerse, y 

XIII.  Se fijen las bases y requisitos para que en las elecciones los ciudadanos soliciten su 

registro como candidatos para poder ser votados en forma independiente a todos los cargos 

de elección popular, en los términos del artículo 44 de la Constitución. 

 

 

Sección II 

Distrito Federal 

 

Artículo 4º  

1) Son autoridades locales del Distrito Federal, la Asamblea Legislativa, el Jefe de Gobierno 

del Distrito Federal y el Tribunal Superior de Justicia. 

2) La Asamblea Legislativa del Distrito Federal se integrará con diputados electos según los 

principios de mayoría relativa y de representación proporcional, mediante el sistema de 

listas votadas en una circunscripción plurinominal, en el número y en los términos que 

señalen la Constitución y el Estatuto de Gobierno. 

3) El Ejecutivo y la administración pública en la entidad estarán a cargo de una sola persona, 

electa por votación universal, libre, secreta y directa, que se denominará “Jefe de Gobierno 

del Distrito Federal”. 

4) El Tribunal Superior de Justicia y el Consejo de la Judicatura, con los demás órganos que 

establezca el Estatuto de Gobierno, ejercerán la función judicial del fuero común en el 

Distrito Federal. 

 

Artículo 5º  

Corresponde al Congreso de la Unión: 

 

I.  Legislar en lo relativo al Distrito Federal, con excepción de las materias 

expresamente conferidas a la Asamblea Legislativa; 

II.  Expedir el Estatuto de Gobierno del Distrito Federal; 

III.  Legislar en materia de deuda pública del Distrito Federal; 

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 2015. Cámara de Diputados LXII Legislatura 
Universidad Nacional Autónoma de México 

Instituto de Investigaciones Jurídicas 
Instituto Iberoamericano de Derecho Constitucional 

 

Libro completo en 
http://biblio.juridicas.unam.mx/libros/libro.htm?l=4017



  
537 

 

  

IV.  Dictar las disposiciones generales que aseguren el debido, oportuno y eficaz 

funcionamiento de los Poderes de la Unión; y 

V.  Las demás atribuciones que le señala la Constitución. 

 

Artículo 6º    

Corresponde al Presidente de los Estados Unidos Mexicanos: 

 

I.  Iniciar leyes ante el Congreso de la Unión en lo relativo al Distrito Federal; 

II.  Proponer al Senado a quien deba sustituir, en caso de remoción, al Jefe de Gobierno 

del Distrito Federal; 

III.  Enviar anualmente al Congreso de la Unión, la propuesta de los montos de 

endeudamiento necesarios para el financiamiento del presupuesto de egresos del Distrito 

Federal. Para tal efecto, el Jefe de Gobierno del Distrito Federal someterá a la consideración 

del Presidente de la República la propuesta correspondiente, en los términos que disponga la 

ley; 

IV.  Proveer en la esfera administrativa a la exacta observancia de las leyes que expida el 

Congreso de la Unión respecto del Distrito Federal, y 

V.  Las demás atribuciones que le señalen la Constitución, el Estatuto de Gobierno y las 

leyes. 

 

Artículo 7º  

El Estatuto de Gobierno del Distrito Federal se sujetará a las siguientes bases respecto a la 

Asamblea Legislativa: 

 

I.  Los diputados a la Asamblea Legislativa serán electos cada tres años por voto 

universal, libre, directo y secreto en los términos que disponga la Ley, la cual deberá tomar 

en cuenta, para la organización de las elecciones, la expedición de constancias y los medios 

de impugnación en la materia, lo dispuesto en los artículos 41, 60 y 99 de la Constitución; 

II.  Los requisitos para ser diputado a la Asamblea no podrán ser menores a los que se 

exigen para ser diputado federal. Serán aplicables a la Asamblea Legislativa y a sus 

miembros en lo que sean compatibles, las disposiciones contenidas en los artículos 51, 59, 

61, 62, 64 y 77, fracción IV de la Constitución; 

III.  En la integración de la Asamblea Legislativa invariablemente se observarán los 

criterios que establece el artículo 116, apartado B, fracción II, de la Constitución; 

IV.  Establecerá las fechas para la celebración de dos periodos de sesiones ordinarios al 

año y la integración y las atribuciones del órgano interno de gobierno que actuará durante 

los recesos. La convocatoria a sesiones extraordinarias será facultad de dicho órgano interno 

a petición de la mayoría de sus miembros o del Jefe de Gobierno del Distrito Federal; 

V.  La Asamblea Legislativa, en los términos del Estatuto de Gobierno, tendrá las 

siguientes facultades: 

a)  Expedir su ley orgánica, la que será enviada al Jefe de Gobierno del Distrito 

Federal para el solo efecto de que ordene su publicación; 

b)  Examinar, discutir y aprobar anualmente el presupuesto de egresos y la ley de 

ingresos del Distrito Federal, aprobando primero las contribuciones necesarias para 

cubrir el presupuesto. Al señalar las remuneraciones de servidores públicos deberán 

sujetarse a las bases previstas en el artículo 127 de la Constitución. 
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Los órganos del Distrito Federal, Legislativo, Ejecutivo y Judicial, así como los 

organismos con autonomía reconocida en su Estatuto de Gobierno, deberán incluir 

dentro de sus proyectos de presupuestos, los tabuladores desglosados de las 

remuneraciones que se propone perciban sus servidores públicos. Estas propuestas 

deberán observar el procedimiento que para la aprobación del presupuesto de egresos 

del Distrito Federal, establezcan las disposiciones del Estatuto de Gobierno y legales 

aplicables. 

Dentro de la ley de ingresos, no podrán incorporarse montos de endeudamiento 

superiores a los que haya autorizado previamente el Congreso de la Unión para el 

financiamiento del presupuesto de egresos del Distrito Federal. 

La facultad de iniciativa respecto de la ley de ingresos y el presupuesto de egresos 

corresponde exclusivamente al Jefe de Gobierno del Distrito Federal. El plazo para 

su presentación concluye el 30 de noviembre, con excepción de los años en que 

ocurra la elección ordinaria del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en cuyo caso la 

fecha límite será el 20 de diciembre. 

La Asamblea Legislativa formulará anualmente su proyecto de presupuesto y lo 

enviará oportunamente al Jefe de Gobierno del Distrito Federal para que éste lo 

incluya en su iniciativa. 

Serán aplicables a la hacienda pública del Distrito Federal, en lo que no sea 

incompatible con su naturaleza y su régimen orgánico de gobierno, las disposiciones 

contenidas en el segundo párrafo del inciso c) de la fracción IV del artículo 115 de la 

Constitución; 

c)  Revisar la cuenta pública del año anterior, por conducto de la entidad de 

fiscalización del Distrito Federal de la Asamblea Legislativa, conforme a los criterios 

establecidos en la fracción VII del artículo 73, en lo que sean aplicables. 

La cuenta pública del año anterior deberá ser enviada a la Asamblea Legislativa 

dentro de los diez primeros días del mes de junio. Este plazo, así como los 

establecidos para la presentación de las iniciativas de la ley de ingresos y del 

proyecto del presupuesto de egresos, solamente podrán ser ampliados cuando se 

formule una solicitud del Ejecutivo del Distrito Federal suficientemente justificada a 

juicio de la Asamblea; 

d)  Nombrar a quien deba sustituir en caso de falta absoluta, al Jefe de Gobierno 

del Distrito Federal; 

e)  Expedir las disposiciones legales para organizar la hacienda pública, el 

presupuesto, la contabilidad y el gasto público del Distrito Federal, y la entidad de 

fiscalización dotándola de autonomía técnica y de gestión en el ejercicio de sus 

atribuciones, y para decidir sobre su organización interna, funcionamiento y 

resoluciones.  

La función de fiscalización será ejercida conforme a los principios de posterioridad, 

anualidad, legalidad, imparcialidad y confiabilidad. 

El titular de la entidad de fiscalización del Distrito Federal será electo por las dos 

terceras partes de los miembros presentes de la Asamblea Legislativa por periodos no 

menores a siete años y deberá contar con experiencia de cinco años en materia de 

control, auditoría financiera y de responsabilidades; 

f)  Expedir las disposiciones que garanticen en el Distrito Federal elecciones 

libres y auténticas, mediante sufragio universal, libre, secreto y directo; sujetándose a 

las bases que establezca el Estatuto de Gobierno, las cuales cumplirán los principios 
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y reglas establecidos en las fracciones II a XVII del artículo 117 de la Constitución, 

para lo cual las referencias que las fracciones XI a XIV hacen a gobernador, 

diputados locales y ayuntamientos se asumirán, respectivamente, para Jefe de 

Gobierno, diputados a la Asamblea Legislativa y Jefes Delegacionales; 

g)  Legislar en materia de Administración Pública local, su régimen interno y de 

procedimientos administrativos; 

h)  Legislar en las materias civil y penal; normar el organismo protector de los 

derechos humanos, participación ciudadana, defensoría de oficio, notariado y registro 

público de la propiedad y de comercio; 

i)  Normar la protección civil; justicia cívica sobre faltas de policía y buen 

gobierno; los servicios de seguridad prestados por empresas privadas; la prevención 

y la readaptación social; la salud y asistencia social; y la previsión social; 

j)  Legislar en materia de planeación del desarrollo; en desarrollo urbano, 

particularmente en uso del suelo; preservación del medio ambiente y protección 

ecológica; vivienda; construcciones y edificaciones; vías públicas, tránsito y 

estacionamientos; adquisiciones y obra pública; y sobre explotación, uso y 

aprovechamiento de los bienes del patrimonio del Distrito Federal; 

k)  Regular la prestación y la concesión de los servicios públicos; legislar sobre 

los servicios de transporte urbano, de limpia, turismo y servicios de alojamiento, 

mercados, rastros y abasto, y cementerios; 

l)  Expedir normas sobre fomento económico y protección al empleo; desarrollo 

agropecuario; establecimientos mercantiles; protección de animales; espectáculos 

públicos; fomento cultural cívico y deportivo; y función social educativa en los 

términos de la fracción VII, del artículo 3o. de la Constitución; 

m)  Expedir la Ley Orgánica de los tribunales encargados de la función judicial 

del fuero común en el Distrito Federal, que incluirá lo relativo a las 

responsabilidades de los servidores públicos de dichos órganos; 

n)  Expedir la Ley Orgánica del Tribunal de lo Contencioso Administrativo para 

el Distrito Federal; 

ñ)  Legislar en materia del derecho de acceso a la información y protección de 

datos personales en posesión de los sujetos obligados del Distrito Federal, así como 

en materia de organización y administración de archivos, de conformidad con las 

leyes generales que expida el Congreso de la Unión, para establecer las bases, 

principios generales y procedimientos del ejercicio de este derecho. 

El Distrito Federal contará con un organismo autónomo, imparcial y colegiado 

responsable de garantizar el derecho de acceso a la información y de protección de 

datos personales en posesión de los sujetos obligados, contará con personalidad 

jurídica y patrimonio propio, así como plena autonomía técnica, de gestión, y 

capacidad para decidir sobre el ejercicio de su presupuesto y su organización interna; 

o)  Presentar iniciativas de leyes o decretos en materias relativas al Distrito 

Federal, ante el Congreso de la Unión; 

p)  Para establecer en ley los términos y requisitos para que los ciudadanos del 

Distrito Federal ejerzan el derecho de iniciativa ante la propia Asamblea, y 

q)  Las demás que se le confieran expresamente en la Constitución. 
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Artículo 8º  

El Estatuto de Gobierno del Distrito Federal se sujetará a las siguientes bases respecto al Jefe de 

Gobierno del Distrito Federal: 

 

I.  Ejercerá su encargo, que durará seis años, a partir del día 5 de diciembre del año de 

la elección, la cual se llevará a cabo conforme a lo que establezca la legislación electoral. 

Para ser Jefe de Gobierno del Distrito Federal deberán reunirse los requisitos que establezca 

el Estatuto de Gobierno, entre los que deberán estar: ser ciudadano mexicano por nacimiento 

en pleno goce de sus derechos con una residencia efectiva de tres años inmediatamente 

anteriores al día de la elección si es originario del Distrito Federal o de cinco años 

ininterrumpidos para los nacidos en otra entidad; tener cuando menos treinta años cumplidos 

al día de la elección, y no haber desempeñado anteriormente el cargo de Jefe de Gobierno 

del Distrito Federal con cualquier carácter. La residencia no se interrumpe por el desempeño 

de cargos públicos de la Federación en otro ámbito territorial. 

Para el caso de remoción del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, el Senado nombrará, a 

propuesta del Presidente de la República, un sustituto que concluya el mandato. En caso de 

falta temporal, quedará encargado del despacho el servidor público que disponga el Estatuto 

de Gobierno. En caso de falta absoluta, por renuncia o cualquier otra causa, la Asamblea 

Legislativa designará a un sustituto que termine el encargo. La renuncia del Jefe de 

Gobierno del Distrito Federal sólo podrá aceptarse por causas graves. Las licencias al cargo 

se regularán en el propio Estatuto; 

II.  Tendrá las facultades y obligaciones siguientes: 

a)  Cumplir y ejecutar las leyes relativas al Distrito Federal que expida el 

Congreso de la Unión, en la esfera de competencia del órgano ejecutivo a su cargo o 

de sus dependencias; 

b)  Promulgar, publicar y ejecutar las leyes que expida la Asamblea Legislativa, 

proveyendo en la esfera administrativa a su exacta observancia, mediante la 

expedición de reglamentos, decretos y acuerdos. Asimismo, podrá hacer 

observaciones a las leyes que la Asamblea Legislativa le envíe para su promulgación, 

en un plazo no mayor de diez días hábiles. Si el proyecto observado fuese 

confirmado por mayoría calificada de dos tercios de los diputados presentes, deberá 

ser promulgado por el Jefe de Gobierno del Distrito Federal; 

c)  Presentar iniciativas de leyes o decretos ante la Asamblea Legislativa; 

d)  Nombrar y remover libremente a los servidores públicos dependientes del 

órgano ejecutivo local, cuya designación o destitución no estén previstas de manera 

distinta por la Constitución o las leyes correspondientes; 

e)  Ejercer las funciones de dirección de los servicios de seguridad pública de 

conformidad con el Estatuto de Gobierno; y 

f)  Las demás que le confieran la Constitución, el Estatuto de Gobierno y las 

leyes. 

 

Artículo 9º  

El Estatuto de Gobierno del Distrito Federal se sujetará a las siguientes bases respecto a la 

organización de la Administración Pública local en el Distrito Federal: 

 

I.  Determinará los lineamientos generales para la distribución de atribuciones entre los 

órganos centrales, desconcentrados y descentralizados; 
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II.  Establecerá los órganos político-administrativos en cada una de las demarcaciones 

territoriales en que se divida el Distrito Federal, las que se denominarán Delegaciones. 

Asimismo fijará los criterios para efectuar la división territorial del Distrito Federal, la 

competencia de las delegaciones correspondientes, la forma de integrarlos, su 

funcionamiento, así como las relaciones de dichos órganos con el Jefe de Gobierno del 

Distrito Federal. 

Los titulares de las delegaciones serán electos en forma universal, libre, secreta y directa, 

según lo determine la ley. 

 

Artículo 10  

El Estatuto de Gobierno del Distrito Federal se sujetará a las siguientes bases respecto al Tribunal 

Superior de Justicia y los demás órganos judiciales del fuero común: 

 

I.  Para ser magistrado del Tribunal Superior se deberán reunir los mismos requisitos 

que la Constitución exige para los Ministros de la Suprema Corte de Justicia; se requerirá, 

además, haberse distinguido en el ejercicio profesional o en el ramo judicial, 

preferentemente en el Distrito Federal. El Tribunal Superior de Justicia se integrará con el 

número de magistrados que señale la ley orgánica respectiva. 

Para cubrir las vacantes de magistrados del Tribunal Superior de Justicia, el Jefe de 

Gobierno del Distrito Federal someterá la propuesta respectiva a la decisión de la Asamblea 

Legislativa. Los Magistrados ejercerán el cargo durante seis años y podrán ser ratificados 

por la Asamblea; y si lo fuesen, sólo podrán ser privados de sus puestos en los términos del 

Título Cuarto de la Constitución; 

II.  La administración, vigilancia y disciplina del Tribunal Superior de Justicia, de los 

juzgados y demás órganos judiciales, estará a cargo del Consejo de la Judicatura del Distrito 

Federal. 

El Consejo de la Judicatura tendrá siete miembros, uno de los cuales será el presidente del 

Tribunal Superior de Justicia, quien también lo será del Consejo. Los miembros restantes 

serán: un magistrado y dos jueces electos por mayoría de votos de las dos terceras partes del 

Pleno de Magistrados; uno designado por el Jefe del Gobierno del Distrito Federal y otros 

dos nombrados por la Asamblea Legislativa. Todos los consejeros deberán reunir los 

requisitos exigidos para ser Magistrado y serán personas que se hayan distinguido por su 

capacidad profesional y administrativa, honestidad y honorabilidad en el ejercicio de sus 

actividades; en el caso de los electos por el Pleno de Magistrados, deberán gozar, además, de 

reconocimiento por sus méritos profesionales en el ámbito judicial. Durarán cinco años en 

su cargo; serán sustituidos de manera escalonada y no podrán ser nombrados para un nuevo 

periodo. 

El Consejo designará a los jueces del Distrito Federal, en los términos que las disposiciones 

prevean en materia de carrera judicial. También determinará el número y especialización por 

materia de las salas del Tribunal Superior y juzgados que integran el Poder Judicial del 

Distrito Federal, de conformidad con lo que establezca el propio Consejo; 

III.  Se determinarán las atribuciones y las normas de funcionamiento del Consejo de la 

Judicatura, tomando en cuenta lo dispuesto por el artículo 100 de la Constitución; 

lV.  Se fijarán los criterios conforme a los cuales la ley orgánica establecerá las normas 

para la formación y actualización de funcionarios, así como del desarrollo de la carrera 

judicial; 
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V.  Serán aplicables a los miembros del Consejo de la Judicatura, así como a los 

magistrados y jueces, los impedimentos y sanciones previstos en el artículo 101 de la 

Constitución; 

Vl.  El Consejo de la Judicatura elaborará el presupuesto de los tribunales de justicia en la 

entidad y lo remitirá al Jefe de Gobierno del Distrito Federal para su inclusión en el proyecto 

de presupuesto de egresos que se presente a la aprobación de la Asamblea Legislativa. 

 

Artículo 11. 

Habrá un Tribunal de lo Contencioso Administrativo, que tendrá plena autonomía para dirimir las 

controversias entre los particulares y las autoridades de la Administración Pública local del Distrito 

Federal. Su ley orgánica desarrollará las normas para su integración y atribuciones. 
 
Artículo 12. 

El Ministerio Público en el Distrito Federal será presidido por un Procurador General de Justicia, 

que será nombrado en los términos que señale el Estatuto de Gobierno; este ordenamiento y la ley 

orgánica respectiva determinarán su organización, competencia y normas de funcionamiento. 
 
Artículo 13. 

En el Distrito Federal será aplicable respecto del Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, lo 

dispuesto en la fracción Vll del artículo 115 de la Constitución. La designación y remoción del 

servidor público que tenga a su cargo el mando directo de la fuerza pública se hará en los términos 

que señale el Estatuto de Gobierno. 
 
Artículo 14. 

La Cámara de Senadores del Congreso de la Unión, o en sus recesos, la Comisión Permanente, 

podrá remover al Jefe de Gobierno del Distrito Federal por causas graves que afecten las relaciones 

con los Poderes de la Unión o el orden público en el Distrito Federal. La solicitud de remoción 

deberá ser presentada por la mitad de los miembros de la Cámara de Senadores o de la Comisión 

Permanente, en su caso. 
 

Artículo 15. 

Para la eficaz coordinación en las materias de asentamientos humanos, protección al ambiente, 

preservación y restauración del equilibrio ecológico, transporte, agua potable y drenaje, así como 

recolección, tratamiento y disposición de desechos sólidos y seguridad pública, de las distintas 

jurisdicciones locales y municipales entre sí y de éstas con la Federación y el Distrito Federal, en la 

planeación y ejecución de acciones en las zonas conurbadas limítrofes con esta última entidad, de 

acuerdo con el artículo 115, fracción VI de la Constitución, sus respectivos gobiernos podrán 

suscribir convenios para la creación de comisiones metropolitanas en las que concurran y participen 

con apego a sus leyes. 

Las comisiones serán constituidas por acuerdo conjunto de los participantes. En el instrumento de 

creación se determinará la forma de integración, estructura y funciones. 

A través de las comisiones se establecerán: 

 

a)  Las bases para la celebración de convenios, en el seno de las comisiones, conforme a 

las cuales se acuerden los ámbitos territoriales y de funciones respecto a la ejecución y 

operación de obras, prestación de servicios públicos o realización de acciones en las 

materias indicadas en el primer párrafo de este apartado; 
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b)  Las bases para establecer, coordinadamente por las partes integrantes de las 

comisiones, las funciones específicas en las materias referidas, así como para la aportación 

común de recursos materiales, humanos y financieros necesarios para su operación, y 

c)  Las demás reglas para la regulación conjunta y coordinada del desarrollo de las zonas 

conurbadas, prestación de servicios y realización de acciones que acuerden los integrantes 

de las comisiones. 

 

Artículo 16. 

Las prohibiciones y limitaciones que la Constitución establece para los Estados serán aplicables a 

las autoridades del Distrito Federal. 
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